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PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, marzo veinte de dos mil nueve. 

Acta número 0018 de marzo 20 de 2009 

En la fecha, siendo las cuatro de la tarde (4:00 p.m.), los Magistrados integrantes de la Sala Laboral de este Tribunal, con asistencia de su Secretario, declaran abierta audiencia pública para resolver la apelación interpuesta por el apoderado de la parte demandante contra lo decidido en el auto dictado el día 18 de septiembre de 2008, proferido por la señora Juez Primera Laboral del Circuito de la ciudad, en el proceso ordinario adelantado por Gloria Nancy Agudelo Agudelo, José Hernando Sanabria Rojas, Steven Sanabria Agudelo, Francia Elena Agudelo, Maria Graciela Agudelo Agudelo, John Mario Agudelo Agudelo, Alba Lucia Agudelo Agudelo, José Wilson Agudelo Agudelo, Lina Marcela Cardona Agudelo y Natalia Camacho Agudelo contra la Empresa Social del Estado Hospital Mental Universitario de Risaralda.

Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO
Pretenden los referidos demandantes, por medio de apoderado judicial, que se declare al ente de salud demandado como responsable de los daños y perjuicios causados, en su calidad de padres, hermanos y otros familiares, con el fallecimiento del joven Jhonier Fernando Sanabria Agudelo y se condene a los perjuicios morales, a la vida de relación, materiales, indexación y costas procesales.

Valiéndose de pronunciamientos del Consejo de Estado, estimó la Juez a-quo que carecía de competencia para conocer del asunto, amén que se trata de una entidad estatal y, por tanto, son los jueces administrativos los encargados de resolver el litigio, disponiendo la remisión a dichos jueces.

El apoderado de la parte que demanda, estuvo inconforme con la decisión, por lo que interpuso recurso de apelación, manifestando que de conformidad con la posición de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la competencia para conocer de las relaciones propias de la seguridad social es de la jurisdicción ordinaria, en virtud de la integralidad del sistema de seguridad social.

El recurso fue concedido, y el proceso remitido a esta Colegiatura, surtiéndose el trámite propio de la instancia.

Se procede a resolver lo pertinente con apoyo en las siguientes,
CONSIDERACIONES

La competencia de esta Sala, esta determinada por el ámbito territorial y por el factor jerárquico.
El asunto que se somete ahora a consideración de esta Corporación, ha sido ya objeto de álgido debate, tanto en la jurisdicción ordinaria laboral como en la contenciosa, pues ambas estiman ser competentes para conocer de los asuntos en los que sea parte una entidad pública de salud.
La ordinaria laboral estima que es la competente para conocer de las controversias que se susciten dentro del campo de la seguridad social, conforme a lo establecido en el ordinal 4º del artículo 2º del CPLSS, apoyándose para esa conclusión en que el sistema de seguridad social en salud es integral y lo conforman, entre otros, los organismos públicos encargados de prestar servicios de salud, por lo que escindirlos de la competencia de la jurisdicción ordinaria laboral, sería tanto como “desmembrar” el sistema. Reconoce la competencia de la jurisdicción contenciosa administrativa, cuando una entidad pública presta el servicio de salud a una persona que no está vinculada o afiliada al sistema.
Al respecto, bien vale la pena traerse a colación un pronunciamiento, en el cual el máximo Tribunal de la jurisdicción ordinaria, dejó sentada su posición, en los siguientes términos:

“Hay que empezar destacando que el numeral 4 del artículo 2º de la Ley 712 de 2001 atribuyó a esta jurisdicción el conocimiento de las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos materia de discusión.
En orden a desentrañar el alcance de la disposición legal trascrita es menester indagar en primer lugar cuál fue la idea del legislador cuando aludió a la expresión ‘controversias referentes al sistema de seguridad social integral’ y específicamente delimitar el concepto de sistema de seguridad social integral, para lo cual es necesario precisar que por tal debe entenderse, en sentido amplio conforme lo define el preámbulo de la Ley 100 de 1993, ‘el conjunto de instituciones, normas y procedimientos, de que disponen la persona y la comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento progresivo de los planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para proporcionar la cobertura integral de las contingencias, especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad económica, de los habitantes del territorio nacional, con el fin de lograr el bienestar individual y la integración de la comunidad’
(…)

De forma más concreta el literal c) del artículo 156 de la Ley 100 preceptúa que ‘todos los afiliados al sistema de seguridad social integral en salud recibirán un plan integral de protección de la salud, con atención preventiva, médico quirúrgica y medicamentos esenciales, que será denominado el plan obligatorio de salud’. El contenido de este plan aparece consignado en el artículo 162 ídem y como parámetros generales señala que debe permitir ‘la protección integral de las familias a la maternidad y enfermedad general, en las fases de promoción y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación para todas las patologías, según la intensidad de uso y los niveles de atención y complejidad que se definan’. 
(…)

Además de las prestaciones reseñadas, las normas también prevén que la seguridad social integral implica la existencia de unos “procedimientos” (ver preámbulo de la Ley 100), y que el mismo debe prestarse con sujeción al principio de eficiencia, que es definido como ‘la mejor utilización social y económica de los recursos administrativos, técnicos y financieros disponibles para que los beneficios a que da derecho la seguridad social sean prestados en forma adecuada, oportuna y suficiente (artículo 2 literal a ibídem)’.
En el campo de los procedimientos cobra especial importancia lo prescrito en los numerales 3 y 9 del artículo 153 ejúsdem en cuanto a que la atención en salud debe ser prestada ‘en cantidad, oportunidad, calidad y eficiencia…’ y que el sistema controlará los servicios ‘para garantizar a los usuarios calidad en la atención oportuna, personalizada, humanizada, integral, continua y de acuerdo con estándares aceptados en procedimientos y práctica profesional’.
Se sigue de lo discurrido que el denominado sistema de seguridad social integral surgido de la Ley 100 de 1993 no puede circunscribirse al establecimiento de unas prestaciones de carácter asistencial o económico, sino que incluye adicionalmente un conjunto de obligaciones específicas, actividades, prácticas, fórmulas, actitudes métodos y procedimientos dentro de los que debe desenvolverse la prestación, elementos que cobran especial importancia en el terreno de la salud dada la complejidad de este servicio y los valores y bienes que allí están en juego. 
Bajo esos parámetros y acorde con la definición que viene de hacerse, ninguna duda queda de que aquellos conflictos derivados de los perjuicios que sufran las personas debido a la falta de atención médica cuando ella es obligatoria, a defectos o insuficiencia en la misma, a la aplicación de tratamientos alejados o ajenos a los estándares y practicas profesionales usuales, o la negativa de la EPS de autorizar la realización de medios diagnósticos o terapéuticos autorizados por el médico tratante, entre otros, constituyen controversias que tienen que ver con la seguridad social integral en tanto entrañan fallas, carencias o deficiencias en la observancia de las obligaciones y deberes que la ley ha impuesto a las entidades administradoras o prestadoras de servicios de salud, y por lo mismo el conocimiento de ellos corresponde a esta jurisdicción”
(negrillas para destacar). 
En síntesis, en sentir de la Corte Suprema de Justicia, la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral, es la llamada a conocer de cualquier controversia que se presente en el sistema de seguridad social integral, sin miramientos de la naturaleza de la entidad prestadora del servicio, sino de la vinculación a la seguridad social.
Por su parte el Consejo de Estado ha adoptado una posición diametralmente opuesta a la de la Corte Suprema de Justicia, en la cual prevalece el principio de especialidad, la naturaleza de la entidad y el concepto de daño antijurídico como generador de la responsabilidad estatal.

En reciente pronunciamiento, ha dicho el Alto Tribunal:

“La anterior postura, tiene como objetivo garantizar la especialidad y autonomía del juez competente, comoquiera que si la responsabilidad del Estado se pretende endilgar vía la formulación de una falla del servicio, previa la comprobación de un daño antijurídico, no es posible entender que dicho perjuicio deviene de la relación jurídica originada en el sistema integral de seguridad social, sin que ello implique, desde ningún punto de vista, afectar el principio de improrrogabilidad de la competencia, que se refiere a que las partes no pueden elegir al juez que quieren que defina su conflicto, comoquiera que el demandante no puede seleccionar al juez competente, pero dicho principio debe partir del supuesto, según el cual la jurisdicción es la correspondiente, y ello está delimitado por la ley, y por los planteamientos que se pretendan formular con la demanda (v.gr. responsabilidad de una entidad pública por falla del servicio).

(…)

Por último, es pertinente señalar que la jurisdicción para conocer de un asunto no se puede determinar a partir del análisis específico de ciertas normas de competencia (L.712/2001), comoquiera que el primer análisis que debe efectuar un funcionario judicial, debe ser el de jurisdicción, para establecer con precisión si el asunto sometido a su consideración es de aquellos que la ley ha asignado expresamente al conocimiento de la estructura jurisdiccional a la cual pertenece el mismo. Una vez constata la jurisdicción para resolver el caso, debe el juez adelantar un segundo análisis circunscrito a la competencia, en donde deberá valorar si el ligio o controversia, dentro de la estructura jerárquica y funcional a la que hace parte, está asignada a su conocimiento. 

De conformidad con lo anterior, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, pareciera derivar su capacidad para conocer de los asuntos relacionados con el sistema de seguridad social integral de la propia normatividad sustancial del sistema de pensiones, salud y riesgos profesionales, pero no tiene en cuenta que existen regulaciones especiales sobre jurisdicción que deben ser atendidas, por el operador judicial, de manera previa a cualquier estudio de competencia que se efectúe”
  

Se sustenta entonces esta posición en dos aspectos básicos, el fundamento de la responsabilidad y la especialidad de la jurisdicción. El primero, tiene que ver con el daño antijurídico como la base de la petición de responsabilidad, concepto que se desprende del artículo 90 constitucional y que consiste, según se ha adoctrinado suficientemente, en la irrogación de un daño imputable a la administración y el cual el administrado no estaba en la obligación de resistir. Encuentra esta Sala que este concepto es general y que, por tanto, cobija las actividades propias del Estado, consistentes en administrar justicia, prestar servicios públicos, suministrar seguridad a sus asociados a través de la fuerza pública, garantizarles la vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades –inc. 2º art. 2º C.P.- y en fin, todas aquellas actividades propias del ente estatal.

Sin embargo, en cuanto a la prestación de servicios de salud, estima esta Corporación, que los mismos se someten a un régimen de responsabilidad ajeno al de daño antijurídico, amén que tal como lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia, tal servicio hace parte de un régimen especial e integral, que implica la vinculación de entidades estatales, mixtas y particulares que confluyen en la prestación de un mismo servicio a la población, tornándose irracional una escisión en los aspectos jurisdiccionales, cuando la voluntad legislativa, precisamente, fue la de integrar el régimen en uno sólo.

Lo anterior entonces, quiere decir que al ser el sistema de seguridad social uno de carácter integral, como lo define el preámbulo de la Ley 100 de 1993, sus actuaciones están sometidas a un mismo control jurisdiccional, el cual fue asignado por la Ley 712 de 2001 a la especialidad laboral de la jurisdicción ordinaria.

No es válido resaltar la naturaleza de la entidad, como un motivo variante de la competencia, dado que, sea privada o pública, está prestando un servicio médico con iguales apoyos legales, en cumplimiento de un mismo plan obligatorio de salud y afincándose en iguales bases filosóficas, es decir, no hay diferencia, entratándose de la prestación de servicios de salud, entre una institución pública y una privada.

Obviamente, esta interpretación es aplicable a todos los organismos que integren el sistema de salud y a todas las personas que sean participantes del mismo, al tenor del artículo 157 de la Ley 100 de 1993, esto es, afiliados al régimen contributivo y régimen subsidiado y las personas vinculadas.

Ahora, esta forma de determinar la competencia, no es óbice para que, en determinados asuntos y bajo ciertas hipótesis, la misma pueda recaer en la jurisdicción contenciosa y en la ordinaria civil. Por ejemplo, cuando los servicios de salud se prestan por entidades públicas pero por causas ajenas al sistema de seguridad social integral, los conflictos o controversias que se presenten serán dirimibles por la jurisdicción contenciosa o, cuando el servicio de salud provenga de un contrato privado entre particulares, la competencia será de la especialidad civil de la jurisdicción ordinaria.

Con estas bases, entrará la Sala a estudiar el caso concreto:

El joven Jhonier Fernando Sanabria Agudelo, se encontraba vinculado al sistema de salud, conforme al carné del SISBEN aportado –fl. 37-, siendo atendido, según la narración fáctica hecha en la demanda, por la ESE Hospital Mental de Risaralda por un problema de toxicología –adicción a sustancias estupefacientes-, derivándose de la prestación de servicios allí efectuada, según los dichos de quienes promueven el litigio, la situación que derivó en su muerte.

No hay duda que el hilo conductual del asunto, permite concluir que el daño presuntamente irrogado y sus consecuentes perjuicios, devino de una situación que se gestó al interior del sistema de seguridad social, amén que el fallecido ostentaba la calidad de vinculado al mismo, al tenor del literal b del artículo 157 de la Ley 100 de 1993, por lo que la competencia para dilucidar la controversia, tal como lo razona el togado apelante, radica en la jurisdicción ordinaria laboral y no en la contencioso administrativa.

Así las cosas, se revocará la decisión de la Juez a-quo y se remitirán las diligencias a la célula judicial a-quo, a fin de que se determine si la demanda es admisible o no partiendo de que sí se tiene competencia y se proceda de conformidad al procedimiento establecido para el efecto.   
Costas en esta sede no se causaron.

A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, REVOCA la providencia objeto de apelación y en su lugar se dirá que sí es competente la jurisdicción ordinaria laboral y se remitirán las diligencias al Despacho a-quo a fin de que se determine si la demanda es admisible o no y se imparta el trámite respectivo. Costas en la instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON                               HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria.
� Sentencia del 13 de febrero de 2007 Radicación 29.519


� Sección Tercera. Sentencia del 24 de abril de 2008. Rad. 17.062. C.P. Dr. ENRIQUE GIL BOTERO.
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